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Exp.- 1301/2019-2

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	EXPEDIENTE 1301/2019/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTORA: **********

	DEMANDADAS: DIRECTOR GENERAL DEL ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S.L.P., a veintiséis de enero del dos mil veintiuno.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 1301/2019/2, promovido por el C. **********, contra actos del Director General del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez.
RESULTANDO
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el nueve de diciembre de dos mil diecinueve, el C. **********promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra del Director General del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, respecto de los actos consistentes en:

“IV.- RESOLUCIÓN O ACTO QUE SE IMPUGNA: La supuesta multa y consumo presuntivo señalada en el oficio de fecha 08 de octubre de 2019, con número de folio **********”

II.- Por auto de fecha once de diciembre del dos mil diecinueve, y toda vez que el juicio contencioso administrativo es improcedente, contra actos que no afecten el interés jurídico o legítimos del actor, así como contra aquéllos que sean distintos de los mencionados en el artículo 7º de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado, se procedió a desechar la demanda, al actualizarse un motivo manifiesto y de indudable improcedencia, dejándosele a salvo los derechos de la parte actora, para instar el juicio contencioso administrativo, una vez que la autoridad demandada, emitiera una resolución definitiva, que contuviera la cantidad a pagar, fecha de pago, entre otros datos, los cuales le dieran definitividad a dicho acto; o bien, emitiera el requerimiento de pago de los conceptos señalados en el presupuesto que refiere se encuentran contenidos en el presupuesto para instalación de toma nueva con folio número **********.

III.- Por auto de fecha veintisiete de enero de dos mil veinte, se tuvo por recibido escrito firmado por el C. **********, mediante el cual interpuso recurso de reclamación en contra del auto dictado el once de diciembre de dos mil diecinueve, mediante el cual se le desecho su demanda interpuesta, mismo que fue admitido a trámite, citándose para resolver de plano.
IV.- Por otra parte, se debe de hacer del conocimiento que por acuerdos de Pleno de este Tribunal dictados en fechas diecisiete de marzo, quince y veintinueve de abril, veintiocho de mayo y once de junio del dos mil veinte, no hubo actuaciones procesales, a partir del día diecinueve de marzo al treinta de junio del dos mil veinte, por lo que los días comprendidos en dichos periodos se consideraron inhábiles, por lo que la actividad jurisdiccional se reanudo a partir del primero de julio del dos mil veinte. 
V.- Con fecha treinta y uno de julio de dos mil veinte, se dictó resolución respecto del recurso de reclamación promovido por la C. **********, por conducto de su representante legal **********, en contra del auto dictado en fecha once de diciembre de dos mil diecinueve, en el cual se le desechó su demanda, mismo que resulto fundado; por lo que se ordenó revocar el auto de desechamiento de demanda, parar el efecto de que se volviera a emitir un nuevo acuerdo en el que se tuviera por admitida la demanda entablada por la parte actora única y exclusivamente por los conceptos de multa y consumo presuntivo.

VI.- Por auto de fecha veinticuatro de agosto de dos mil veinte, se tuvo por admitida la demanda signada por **********, quien compareció en su carácter de Representante Legal de **********, recibido en la Oficialía de partes de este Tribunal el pasado nueve de diciembre de dos mil diecinueve, y mediante el cual promovió Juicio Contencioso Administrativo en contra del Director General del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, y respecto de los siguientes actos:

I.- Resoluciones impugnadas:

“La supuesta multa y consumo presuntivo señalado en el oficio de fecha 08 de octubre de 2019, con número de folio **********”

De la resolución anteriormente mencionada se tienen como controvertidos única y exclusivamente los conceptos de multa y consumo presuntivo.

Motivo de lo anterior, se ordenó correr el traslado correspondiente a la autoridad demandada, para que contestara lo que a su derecho correspondiera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos con que se encontrara relacionadas, apercibida que en caso de no hacerlo, se declararía la preclusión del derecho correspondiente, y se le tendría  por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
Por otra parte se procedió a conceder la suspensión del acto impugnado en cuanto a las acciones de cobro que pudiera realizar la autoridad demandada, para el efecto de que las cosas se mantuvieran en el estado que guardaban hasta en tanto se resolviera en definitiva el presente juicio, misma que surtiría sus efectos siempre y cuando se garantizara ante dicha autoridad el adeudo exigido, en cualquiera de las formas previstas por las leyes fiscales aplicables.

VII.- Por proveído de fecha veintidós de septiembre del dos mil veinte, se tuvo al Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, por contestando la demanda ad-cautelam, y por objetando las pruebas documentales ofrecidas por la parte actora, por lo que se ordenó que se corriera traslado a la parte actora, para los efectos legales que a su derecho correspondiera.


Así mismo, se tuvo a parte actora por admitidas las pruebas consistentes en: 

1.- Copia certificada del Instrumento Notarial número **********, del Protocolo a cargo de la Notaría Pública número **********, con ejercicio en el Sexto Distrito Registral en el Estado de Nuevo León.

2.- Oficio que contiene el “Presupuesto para Instalación de Toma Nueva con número de folio **********”, de fecha ocho de octubre de dos mil diecinueve, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez.
3.- La presuncional legal y humana.

4.- La instrumental de actuaciones.


Por otra parte, se tuvo a la autoridad demandada por admitidas las siguientes pruebas:

1.- Copia certificada del nombramiento expedido a favor de **********, expedido por el Director General del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, de fecha diecinueve de febrero de dos mil veinte.
2.- Oficio que contiene el “Presupuesto para Instalación de Toma Nueva con número de folio **********”, de fecha ocho de octubre de dos mil diecinueve, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, que exhibió la parte actora.
3.- La presuncional legal y humana.

4.- La instrumental de actuaciones. 


Por otra parte, y en virtud de que la autoridad demandada, en su contestación de demanda, manifestó que la demanda fue presentada fuera del plazo del plazo previsto en el artículo 24 del Código Procesal Administrativo para el Estado; se le otorgo a la parte actora el plazo de diez días para que pudiera ampliar su demanda, apercibida que de no hacerlo, se le tendría no ampliando su demanda.


VIII.- Por proveído de fecha treinta de octubre de dos mil veinte, se certificó que la parte actora no promovió su ampliación de demanda, motivo por el cual se le hizo efectivo el apercibimiento formulado, y se le tuvo por precluido su derecho para ampliar su demanda, ello en virtud de que no lo hizo en el término que para ese efecto señala el Código Procesal Administrativo. 
Por último se señalaron las once horas del primero de diciembre del dos mil veinte, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo del Estado.

IX.- Por acuerdo de fecha veinticinco de noviembre de dos mil veinte se difirió la audiencia señalada para las once horas del primero de diciembre de dos mil veinte, ello en virtud del semáforo epidemiológico correspondiente a la enfermedad SARS-CoV2 (COVID-19), señalándose  como nueva fecha las once horas del catorce de enero del dos mil veintiuno. 
X.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la  audiencia final, sin la asistencia de las partes; en el desarrollo de la misma se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron; acto seguido se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no fueron presentadas por ninguna de las partes, finalmente se citó para dictar resolución.

CONSIDERANDO
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, artículos 1, 7 fracciones I y III, 9 fracción III, 24, 33, 34, y 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, artículos 1, 2,  217,  248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia de carácter fiscal suscitada entre un particular y un Organismo Público Intermunicipal, actuando éste como autoridad, ambos de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De conformidad con lo establecido en el   artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En el presente caso comparece a juicio el C. **********, en su carácter de representante legal de la C. **********, acreditando su personalidad con la copia certificada del instrumento notarial número ********** del libro **********, con número de folio ********** del protocolo del notaría pública número **********del Estado de Nuevo León,  documento visible a fojas de la 5 a la 7 de autos, conforme a lo previsto en el artículo 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de ahí que resulta innegable que el compareciente acredita su personalidad para comparecer a demandar en el presente juicio.

En ese contexto, la persona actora comparece a juicio a impugnar los actos que han quedado descritos en el apartado identificado con el número VI correspondiente a los Resultandos de la presente sentencia.

Por otra parte, la autoridad demandada, acreditó debidamente su personalidad y legitimación en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, compareció por conducto del C, ********** Titular de la Unidad Jurídica de dicho Organismo; acompañando copia certificada del nombramiento otorgado a su favor, el cual se localiza en la foja 48 de este expediente, y se le otorga valor probatorio pleno que le confiere el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad de la 

determinación relativa al presupuesto para instalación de toma nueva, con número de folio ********** para el domicilio ubicado en  **********única y exclusivamente sobre los conceptos de multa y consumo presuntivo que se contemplaron en dicho presupuesto, el cual es emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez.

CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala procede a analizar si en el expediente en que se actúa se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, prevista por los a artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, habida cuenta que, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose de resolver sobre el fondo de la controversia.
Resulta aplicable al efecto, la siguiente Tesis: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.”

En ese sentido, se tiene que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, hace valer la casual de sobreseimiento, consistente en la preclusión del derecho de la parte actora para presentar su escrito de demanda, ello en virtud de que la demanda fue presentada en fecha nueve de diciembre del dos mil diecinueve, y en la cual impugna un acto de fecha ocho de octubre del dos mil diecinueve, argumentando que desde la fecha de la emisión del documento consistente en el “PRESUPUESTO PARA INSTALACIÓN DE TOMA NUEVA” la  parte actora tuvo conocimiento del mismo, por lo que al haber presentado la demanda hasta el nueve de diciembre del dos mil diecinueve, es evidente que transcurrió en exceso el término de treinta días hábiles para la presentación de la demanda.
A juicio de esta Sala Unitaria, la causal de sobreseimiento hecha valer por la autoridad demandada resulta ser infundada, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:

En primer término se debe de manifestar que la parte actora manifiesta en su escrito inicial de demanda, que tuvo conocimiento del acto impugnado el pasado cinco de diciembre de dos mil diecinueve; así mismo se debe de hacer mención que por auto de fecha veintidós de septiembre de dos mil veinte, y toda vez que la autoridad demandada en su escrito de contestación de demanda manifestó que el escrito inicial de la parte actora fue presentado fuera del plazo previsto en el artículo 24 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se le otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles, a efecto de que pudiera ampliar su demanda.

Así mismo, por auto de fecha treinta de octubre de dos mil veinte, se le tuvo por precluido su derecho para ampliar la misma, ello en virtud de que no lo hizo en el término que para ese efecto señala el Código Procesal Administrativo.
Ahora bien, de un estudio del acto impugnado consistente en el “PRESUPUESTO PARA INSTALACIÓN DE TOMA NUEVA” con número de folio **********mismo que obra a foja ocho del expediente en el que se actúa, se desprende que del mismo, no obra constancia de notificación realizada a la parte actora, así como firma alguna de recibido de dicho presupuesto, con el que se pueda dar veracidad a lo manifestado por la autoridad demandada; es decir, elementos necesarios para determinar que la parte actora tuvo conocimiento de dicho acto en la fecha de su emisión.

Motivo por el cual, y ante falta de prueba alguna por parte de la autoridad demandada, en la que se demuestre que la parte actora tuvo conocimiento del acto impugnado el pasado ocho de octubre de dos mil nueve, se tiene como sabedor a la parte actora de dicho documento en la fecha que señalo en su escrito inicial de demanda, es decir el cinco de diciembre de dos mil diecinueve.

Motivo por el cual, al haber presentado la parte actora, su demanda el pasado nueve de diciembre de dos mil diecinueve, resulta obvio que la misma fue presentada dentro del término establecido en el artículo 24 del Código Procesal Administrativo del Estado. **********
Por último, se debe de manifestar, que de acuerdo a lo que ordenan los artículos 228 y 229, últimos párrafos, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye el demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierte a foja 02 y 03 de autos, argumentos que no se transcriben y, por economía procesal, se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Al respecto, es aplicable la siguiente Tesis: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer..- Contradicción de tesis 50/2010. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo del Noveno Circuito, Primero en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito y Segundo en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito. 21 de abril de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Arnulfo Moreno Flores.”

SEXTO.- El acto impugnado en el presente juicio de nulidad  es el documento denominado “PRESUPUESTO PARA INSTALACIÓN DE TOMA NUEVA” con el número de folio ********** para el domicilio ubicado en **********, única y exclusivamente por los conceptos de multa y un consumo presuntivo, ello atendiendo a que fueron las únicas determinaciones señaladas como actos impugnados en el escrito inicial de demanda.
Previo al estudio de los conceptos de impugnación, la Sala estima necesario precisar que en el presente asunto se atiende a la causa de pedir,  es decir, que se efectúa un estudio integral de la demanda en su conjunto y se analizan los motivos de agravio que argumenta el actor, a efecto de que el análisis de este Tribunal no se limite a atender su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.

Lo anterior con sustento en el Criterio emitido por la Segunda Sala, así como por los Tribunales Colegiados de Circuito, cuyos datos de localización rubro y contenido es el siguiente. 
“Época: Novena Época, Registro: 195518, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VIII, Septiembre de 1998, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 63/98, Página: 323. 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.

Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, abandona el criterio formalista sustentado por la anterior Tercera Sala de este Alto Tribunal, contenido en la tesis de jurisprudencia número 3a./J. 6/94, que en la compilación de 1995, Tomo VI, se localiza en la página 116, bajo el número 172, cuyo rubro es "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICO JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.", en la que, en lo fundamental, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación radican en que, por una parte, la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales no exige, en sus artículos 116 y 166, como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo…”

 “Época: Séptima Época, Registro: 254643, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Volumen 78, Sexta Parte, Materia(s): Común, Tesis: Página: 155 

CONCEPTOS DE VIOLACION, AUSENCIA DE FORMALIDADES EN LA EXPRESION DE LOS.

La Ley de Amparo no exige, en sus artículos 116 y 166, que la expresión de los conceptos de violación se haga con determinadas formalidades solemnes e indispensables. Por otra parte, la demanda de amparo es un todo que debe considerarse en su conjunto, de lo que se sigue que, aun cuando la costumbre ha llevado a los litigantes a expresar los conceptos de violación en un capítulo destacado, en busca de claridad, deben tomarse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no esté en el capítulo relativo. Basta que en alguna parte de la demanda se exprese un argumentó que tienda a demostrar la ilegalidad o inconstitucionalidad de los actos reclamados, para que deba ser estudiado en la sentencia como concepto de violación, ya que es evidente que la sentencia debe ocuparse de todos los que la parte quejosa exprese. Por lo demás, para que existan conceptos de violación en una demanda de amparo administrativo, que es de estricto derecho, es suficiente que se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa la resolución impugnada, y los motivos que originan tal agravio"

En ese contexto, del análisis de la demanda, se advierte que la parte actora señala en su escrito de demanda, específicamente en  el apartado número VII, del capítulo de “HECHOS QUE CONSTITUYEN ANTECEDENTES DE LA DEMANDA” lo siguiente:

“BAJO PROTESTA de decir verdad manifiesto que los hechos y abstenciones que me constan y que constituyen el antecedente de mi demanda son los siguientes:

1.- Con fecha 03 de diciembre del presente año tuve conocimiento de la existencia de la multa, mas no del contenido material y alcance jurídico y de dicha diligencia de notificación respectiva, en su caso, contengan todos y cada uno de los requisitos de legalidad exigidos por los artículos 16 Constitucional, 3 de la Ley  Federal de Procedimiento Administrativo y todas aquellos que deban cumplirse para tener la calidad de documento público, entre otros los siguientes:

A. Que hayan sido legalmente notificados;

B. Que consten en documentos por escrito;

C. Que señalen en todos ellos, a la autoridad competente que los emitió;

D. Fecha y hora de su emisión;

E. Preceptos legales que faculten a la autoridad para imponer la sanción;

F. Fundamentación y motivación de la sanción pecuniaria.

Por lo anteriormente expuesto, y al no ser conforme con los actos ya señalados, es por lo que promuevo demanda para el fin de que los actos reclamados se declaren ilegales…”

De la anterior transcripción se obtiene que la parte actora hace valer los siguientes razonamientos:


Que  el acto impugnado carece de los requisitos exigidos por las leyes, específicamente el que hayan sido legalmente notificados, que consten en documentos por escrito, que señale la autoridad competente que lo emitió, fecha y hora de su emisión, precepto legal que faculte a la autoridad para imponer la sanción, y la fundamentación y motivación de la sanción pecuniaria.

Resulta pertinente realizar la digitalización del documento impugnado dentro del presente juicio:
DIGITALIZACIÓN
Ahora bien, resulta parcialmente fundado el concepto de impugnación en lo relativo a la parte de que el acto impugnado, consistente en el “PRESUPUESTO PARA INSTALACIÓN DE TOMA NUEVA”, únicamente en cuanto al pago de la multa y el consumo presuntivo, incumple con algunos de los elementos necesarios tales como la fundamentación y motivación de dichos conceptos, que permita tener certeza al usuario, de la competencia del Organismo para cobrarle la multa, así como de los artículos y procedimiento que utilizó para realizar el cobro de consumo presuntivo, por lo que, nos encontramos en una insuficiencia en la falta de fundamentación y motivación que deben revestir los actos decisorios de la autoridad, en cuanto a los datos relativos de base, tasa o tarifa, ello de conformidad con lo establecido por la siguiente tesis jurisprudencial:

"SISTEMA OPERADOR DE LOS SERVICIOS DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DEL MUNICIPIO DE PUEBLA (SOAPAP). LOS INGRESOS QUE PERCIBE POR LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS DE AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO CONSTITUYEN CONTRIBUCIONES EN SU MODALIDAD DE DERECHOS. El artículo 167 del Código Fiscal y Presupuestario para el Municipio de Puebla, define a los derechos como las contribuciones establecidas en la ley, entre otros, por recibir servicios que presta el Municipio en sus funciones de derecho público, incluso cuando se presten por organismos descentralizados. Por su parte, el artículo 239 del referido código establece que los derechos o conceptos de ingreso de cualquier naturaleza, que se establezcan por los servicios prestados por el Sistema Operador de los Servicios de Agua Potable y Alcantarillado del Municipio de Puebla, se regularán de acuerdo con las disposiciones de la Ley de Agua y Saneamiento del Estado de Puebla, se pagarán conforme a las cuotas, tasas y tarifas que establezca la Ley de Ingresos del Municipio, o las que se determinen conforme a las autorizaciones que apruebe el Congreso. Siendo así, es inconcuso que los ingresos que percibe el Sistema Operador de los Servicios de Agua Potable y Alcantarillado del Municipio de Puebla, por la prestación de los servicios públicos de suministro de agua potable y saneamiento, constituyen contribuciones en su modalidad de derechos, por lo que en modo alguno pueden ser considerados como productos, dado que las cantidades que percibe por tales servicios que presta, son en su función de derecho público y no privado. Sin que obste a ello que mediante decreto legislativo de fecha dos de agosto de mil novecientos noventa y seis, el Congreso del Estado haya facultado al propio organismo operador para aprobar las cuotas, tasas y tarifas aplicables a la prestación de los servicios a su cargo, pues tal aspecto no desnaturaliza el concepto de derechos que la propia ley atribuye a los ingresos que percibe por los servicios públicos que proporciona, pues los mismos siguen revistiendo el carácter de una contraprestación por los servicios prestados por el Municipio en sus funciones de derecho público, incluso cuando se prestan por organismos descentralizados, carácter que tiene el organismo operador; máxime cuando fue el propio legislador quien en los artículos 96 A, 96 B y 96 C, de la Ley de Agua y Saneamiento del Estado de Puebla, estableció el procedimiento a seguir para la determinación de esas cuotas, tasas y tarifas, sin quedar a la voluntad del organismo operador su cálculo, lo que, incluso, implica que se respete el principio de legalidad tributaria. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXVII, Abril de 2008; Página: 2195, Tesis: VI.1o.A. J/44 Jurisprudencia.

Lo anterior es así, toda vez que del análisis que se ha venido realizando del acto impugnado, si bien es cierto, que se encuentran los datos concernientes al sujeto y objeto, tales como los datos de identificación del usuario del servicio, respecto de la multa y consumo presuntivo; también lo es, que los mismos no son suficientes para fundar y motivar el cobro de los diversos conceptos incluidos en el acto de que se trata; ya que es omisa en señalar la fundamentación y motivación de dichos conceptos, que permita tener certeza al usuario, de la competencia del Organismo para cobrarle la multa, así como de los artículos y procedimiento que utilizó para realizar el cobro de consumo presuntivo.

En esa virtud, la nulidad del acto impugnado se realiza por omisión de requisitos formales según lo previsto en la fracción II del artículo 250 del Código Procesal Administrativo del Estado, ya que al tratarse de un acto de liquidación –determinación del servicio de agua potable, tales como multa y consumo presuntivo-, su vicio de nulidad fue una insuficiente fundamentación y motivación, ya que  la autoridad demandada no le dio a conocer, en primer término su competencia legal para realizarlo, y en segundo el procedimiento que se utilizó para realizar el consumo presuntivo, así como el fundamento legal para ello, por lo que su nulidad no puede ser lisa y llana al no encontrarse en los supuestos previstos en la fracción IV del aducido Código Procesal, sino que la misma debe de ser para el efecto, de que la autoridad demandada le vuelva a expedir la determinación del crédito fiscal, única y exclusivamente en cuanto a la multa y consumo presuntivo, tal y como se explicó en el párrafo que antecede, ello de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.
Cobra aplicación al respecto las siguientes tesis aisladas:

Sirve de apoyo a lo anterior, en la parte conducente, la tesis cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Octava 

Registro: 222527 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo VII, Junio de 1991 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 

Página: 279 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LAS RESOLUCIONES QUE FINCAN CREDITOS FISCALES, ASI COMO SU COBRO EN EL PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO. Cuando el artículo 16 constitucional exige que los actos de autoridad que causen molestia a los particulares deben estar fundados y motivados, no hace distingo alguno, por lo que debe estimarse que la garantía constitucional señalada cubre absolutamente todos esos actos de autoridad. Ahora bien, tratándose de las resoluciones que fincan créditos fiscales, es claro que fundarlas implica señalar los preceptos legales sustantivos que fundan el fincamiento del crédito, y motivarlas es señalar los supuestos de hecho que coincidan la aplicación de aquellos preceptos. Tratándose de los actos de cobro realizados en el procedimiento de ejecución, que se inician con un requerimiento de pago con apercibimiento de embargo, es claro que para que estén fundados y motivados, se requiere la cita de los preceptos adjetivos que regulan el procedimiento de ejecución, pero también la mención clara y completa de la resolución fiscal debidamente notificada que fincó el crédito con su propia motivación y fundamentación (para ello bastaría acompañar al requerimiento de pago, copia de la resolución fiscal que fincó el crédito, que hubiera sido debidamente notificada, y que esté fundada y motivada en sí misma). De lo contrario se deja al causante en estado de indefensión, ya que para que tenga plena posibilidad legal de decidir si debe pagar o impugnar el cobro, es menester que se le den todos los elementos de hecho y de derecho que funden y motiven el crédito mismo, así como su cobro en la vía de ejecución.”
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 174/91. Hierro y Perfiles, S. A. de C. V. 28 de febrero de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretario: Fernando A. Ortiz Cruz.

Época: Décima Época 

Registro: 2022105 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 78, Septiembre de 2020, Tomo I 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a. XIV/2020 (10a.) 

Página: 628 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. PROCEDE DECLARAR LA NULIDAD PARA EFECTOS, CUANDO LOS VICIOS DE INVALIDEZ ADVERTIDOS SUCEDIERON EN LA FASE DE LIQUIDACIÓN Y SE REFIEREN AL MECANISMO UTILIZADO POR LA AUTORIDAD PARA DETERMINAR LA SITUACIÓN FISCAL DEL CONTRIBUYENTE.

Hechos: Mediante amparo directo se cuestionó la regularidad constitucional de los artículos 51, 52 y 57 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo que establecen, respectivamente: 1) las causales para declarar la ilegalidad de una resolución administrativa; 2) los efectos de las sentencias definitivas; y, 3) el cumplimiento que deberán dar las autoridades a dichas sentencias; lo anterior, al considerar que violan el derecho a la seguridad jurídica por no generar certeza sobre el tipo de nulidad que propiciará cada motivo de invalidez.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación concluye que procede declarar la nulidad del acto para efectos, si los motivos de invalidez del juicio de nulidad sucedieron en la fase de liquidación y se refieren al mecanismo utilizado por la autoridad para determinar la situación fiscal del contribuyente.

Justificación: Lo anterior, porque en la ejecutoria correspondiente a la contradicción de tesis 15/2006-PL, de la cual derivó la tesis aislada P. XXXIV/2007, de rubro: "NULIDAD ABSOLUTA Y NULIDAD PARA EFECTOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SU ALCANCE DEPENDE DE LA NATURALEZA DE LA RESOLUCIÓN ANULADA Y DE LOS VICIOS QUE ORIGINARON LA ANULACIÓN.", el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que no existe una regla para determinar el tipo de nulidad que en cada caso debe declararse, pues la distinción para ello está condicionada a la naturaleza de la resolución impugnada y a la causa de violación advertida. Asimismo, al resolver el amparo directo en revisión 1100/2015, el Tribunal Pleno estableció que en materia de fiscalización a los particulares, existen dos fases diferentes, a saber: a) la de revisión, en la cual la autoridad ejerce cualquiera de las facultades de comprobación a su alcance; y, b) la de liquidación, en la cual, a partir de la información y documentación obtenidas en la primera fase, podrá determinarse la situación fiscal del particular. Así, cuando en el juicio seguido ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa se invalida la resolución determinante (resultado de la fase de liquidación) y los vicios de nulidad consisten en la utilización de un mecanismo fiscal que no era aplicable al contribuyente, es claro que tal actuación implica la actualización de lo previsto en el artículo 51, fracción IV, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo (por dejarse de aplicar las normas debidas) y toda vez que el acto anulado proviene del ejercicio de facultades discrecionales (sin que se haya invalidado la facultad de comprobación o la potestad para su ejercicio), ello permite a la autoridad fiscal (si así lo considera adecuado) emitir una nueva resolución en la fase de liquidación, la cual deberá atender a los vicios que motivaron la invalidez declarada para, en su caso, determinar la situación fiscal de la visitada.

Amparo directo 23/2019. Grupo Elektra, S.A.B. de C.V. 2 de octubre de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Disidente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Nota: La parte considerativa de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 15/2006-PL citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, enero de 2008, página 743, con número de registro digital: 20719.

La tesis aislada P. XXXIV/2007 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, diciembre de 2007, página 26, con número de registro digital: 170684.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de septiembre de 2020 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Esta Sala Unitaria no es omisa en precisar, que si bien es cierto el criterio anteriormente citado, se encuentra contenido en una Tesis Aislada, que por no constituir Jurisprudencia, y por tanto no resulta obligatoria a este Tribunal, en términos de los artículos 216 y 217 de la Ley de Amparo Vigente; no menos cierto es, que la propia Jurisprudencia ha reconocido a los tribunales de menor jerarquía a los que emiten el criterio, la posibilidad de que puedan tomar en consideración los criterios contenidos en tesis aisladas para ajustar el fallo que emitan, hacer el estudio de la cuestión planteada, y acatarlos si es aplicable al caso de que se trata, por tanto, si  como es el caso, de acuerdo con las citadas normas que jerarquizan la obligatoriedad de la Jurisprudencia, el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es un tribunal de menor jerarquía respecto de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, luego entonces le es dable a ésta Sala Unitaria tomar en consideración el criterio contenido en las transcrita Tesis Aislada para ajustar su fallo, hacer el estudio de la cuestión planteada, y acatarlos si es aplicable al caso de que se trata, según se desprende de la Jurisprudencia que enseguida se transcribe:

No. Registro: 190,064, Jurisprudencia, Materia(s):Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  Tomo: XIII, Marzo de 2001, Tesis: I.6o.C. J/27, Página: 1684.

“TESIS AISLADAS, VALIDEZ DE LAS, CUANDO SON INVOCADAS POR TRIBUNALES DE INFERIOR JERARQUÍA DE AQUELLOS QUE LAS EMITEN PARA JUSTIFICAR SU FALLO.- El hecho de que en una resolución se invoque una tesis que no constituye jurisprudencia en los términos del artículo 192 de la Ley de Amparo y por lo mismo no sea obligatoria, ello no impide que los tribunales de inferior categoría de aquellos que sustentan el criterio, puedan tomarlo en consideración para ajustar su fallo, al hacer el estudio jurídico de la cuestión planteada y acatarlo si es aplicable al caso de que se trate.- SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I y III, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248, 249 y 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado resultó competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la Ilegalidad e Invalidez del acto impugnado, con número de folio ********** decretándose la NULIDAD PARCIAL del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por oficio a la autoridad demandada, con copia autorizada de esta resolución. 

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.-
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
� Tesis: Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en materia Administrativa del Primer Circuito: Registro No. 221332. Localización: Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. VIII, Noviembre de 1991. Página 185. Tesis Aislada. Materia(s): Administrativa.





� Tesis: de Jurisprudencia 58/2010, aprobada por la Segunda Sala de nuestro Alto Tribunal, el doce de mayo de dos mil diez, visible conforme a los datos y rubro siguientes: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830.





